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I. Introducción 
 

Como parte de un proyecto de colaboración entre la 

Federación Centroamericana de Juezas y Jueces por 

la Democracia (FECAJUD) y el Cyrus R. Vance Center 

for International Justice del Colegio de Abogados de la 

Ciudad de Nueva York para fortalecer la capacidad 

institucional de la asociación judicial y apoyar sus 

esfuerzos en pro de la independencia e integridad 

judicial en Centroamérica, se solicitó la realización del 

presente estudio en la región, con el fin de identificar 

buenas prácticas que la FECAJUD pudiera considerar 

para su análisis y práctica en la región. Este 

documento es una segunda versión ampliada de la 

investigación legal que fue realizada por Paul, Weiss, 

Rifkind, Wharton & Garrison LLP1 y complementada 

por Mayora Mayora2. La primera versión de este 

reporte fue publicada en 2020 y ahora se 

 

1 Paul, Weiss, Rifkind, Wharton & Garrison LLP es una firma 
con más de 1,000 abogados con diversas experiencias, ideas e 
intereses que brindan soluciones innovadoras y efectivas a los 
desafíos legales y comerciales más complejos de sus clientes. La 
firma representa a algunas de las corporaciones, instituciones 
financieras y administradores de activos más grandes del mundo, 
tanto públicas como privadas, así como clientes que necesitan 
asistencia pro bono. Paul, Weiss es ampliamente reconocido como 
líder del mercado en las áreas de práctica de fusiones y 
adquisiciones públicas, capital privado, litigios, defensa regulatoria 
y de cuello blanco, bancarrota y reorganización corporativa, junto 
con prácticas igualmente sólidas en compensación ejecutiva y 
prestaciones, propiedad intelectual, representación personal, y 
derecho inmobiliario y fiscal. A lo largo de la historia de la firma, 
Paul, Weiss ha mantenido un compromiso inquebrantable de 
proporcionar asistencia legal pro bono a los miembros más 
vulnerables de nuestra sociedad y en apoyo del interés público. 
Los abogados de Paul, Weiss participan en todos los niveles de 
trabajo pro bono, trabajando directamente con clientes 
individuales, organizaciones sin fines de lucro y pequeñas 
empresas en una amplia gama de áreas sustantivas, así como una 
práctica de apelaciones y presentación de amicus curiae clave 
ante la Corte Suprema de los Estados Unidos. 
 
 
 
 

complementa con información actualizada de otras 

jurisdicciones.  

El Cyrus R. Vance Center for International Justice 

promueve la justicia global mediante la participación 

de profesionales del derecho alrededor del mundo 

para apoyar a la sociedad civil y a una profesión legal 

éticamente activa. Es un programa sin fines de lucro 

del Colegio de Abogados de la Ciudad de Nueva York 

que reúne a los principales estudios jurídicos y a otros 

colaboradores en todo el mundo para promover 

iniciativas de justicia internacional y proporcionar 

representación legal gratuita a organizaciones de 

sociedad civil que luchan por la justicia social. 

En este documento se resumen las buenas prácticas 

más significativas, organizadas por clase de iniciativa. 

Dado el alcance del reporte, no se evalúa la 

2 Mayora & Mayora es una firma líder en Centroamérica que ha 

existido por más de cincuenta años con cuatro oficinas en 

Guatemala, El Salvador y Honduras (Tegucigalpa y San Pedro 

Sula). Eduardo Mayora Dawe fundó la firma en la Ciudad de 

Guatemala en el año 1966, con una visión de crear la primera firma 

institucionalizada en el país, un legado que continúa hasta hoy. En 

Mayora & Mayora, hay un equipo de más de 35 especialistas en 

derecho listos para apoyar a clientes en un amplio espectro de 

casos. Reconocido por su excelencia y ético acercamiento, la firma 

brinda servicios legales en materia administrativa, bancaria, civil, 

corporativa, financiera, migratoria, laboral, tributaria y de litigios, 

entre otros. La firma es también el miembro exclusivo de 

Guatemala para la red más grande de firmas privadas en el mundo, 

Lex Mundi, desde su incepción en los años ochenta. Como parte 

de la red global de Lex Mundi, la firma cuenta con acceso 

privilegiado para sus clientes a, más de 22,000 abogados 

mundialmente a través de un solo punto de contacto. Cada firma 

miembro de Lex Mundi es líder en su mercado local. Las firmas 

que forman parte de Lex Mundi proveen, conjuntamente, recursos 

legales a nivel global. 
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efectividad de la implementación de cada una de estas 

medidas, pero se proporcionan comentarios útiles de 

otras fuentes para brindar perspectivas locales sobre 

la efectividad. Argentina, México, Perú y Uruguay 

lideran la región en iniciativas de justicia abierta y 

anticorrupción, incluidas las destacadas en este 

documento. 

La “Justicia Abierta” es un término que designa las 

iniciativas de transparencia judicial y el marco 

asociado con el programa Open Government 

Partnership (“OGP”).  OGP es un programa global al 

que los gobiernos nacionales y locales pueden unirse 

para demostrar su compromiso con la transparencia, 

adoptar nuevos estándares para la buena gobernanza 

y participar en diálogos y evaluaciones con gobiernos 

pares y organizaciones de la sociedad civil.  Se aplican 

cuatro principios en todas las iniciativas de OGP, 

incluida la Justicia Abierta: (1) la transparencia de 

información financiera, los marcos normativos, y los 

procesos y los resultados estatales; (2) el compromiso, 

la participación y la colaboración con la sociedad civil; 

(3) el acceso abierto a datos e información utilizables; 

y (4) las declaraciones patrimoniales y conflictos de 

interés de funcionarios públicosi. Estos principios se 

reflejan en las prácticas que se describen a 

continuación. Actualmente, la mayoría de los países 

de las Américas son miembros del OGP, con la 

excepción del bloque comercial ALBA-TCPii y la 

mayoría de los países del Caribe.  España y otros 

países europeos, así como muchos países de África y 

Asia, también son miembros de la OGP.iii  Debido a la 

adopción generalizada de OGP en América Latina, la 

mayoría de las prácticas recopiladas en este 

memorando provienen de los países miembros de 

OGP. 

Este documento se divide en dos secciones. La 

primera sobre buenas prácticas de la justicia abierta, y 

la segunda, buenas prácticas para prevenir o combatir 

la corrupción o influencias indebidas a quienes 

imparten justicia. 

A través de la información contenida en este reporte, 

la FECAJUD busca proveer insumos a jueces e 

instancias nacionales para identificar prácticas que 

puedan fortalecer la transparencia y otros mecanismos 

de prevención de la corrupción en la judicatura, e 

iniciar una discusión con el objetivo de fortalecer la 

labor del poder judicial para combatir la impunidad, 

garantizar la independencia e integridad judicial, así 

como promover la legitimidad del actuar de los jueces 

frente a la sociedad guatemalteca.  
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II. Buenas prácticas de la justicia abierta 
 

La justicia abierta es un principio que describe los 

procesos judiciales caracterizados por la apertura y la 

transparencia. El término incluye no solo dejar que el 

público vea y escuche los juicios a medida que ocurren 

en tiempo real, proporcionar transcripciones de 

declaraciones, hacer que las decisiones pasadas 

estén disponibles para su revisión en un formato de 

fácil acceso, sino que también se refiere a los 

esfuerzos para tratar de hacer el funcionamiento del 

tribunal comprensible para el público. 4 

A. Divulgación de asuntos financieros: Presupuestos, salarios, beneficios y otras compensaciones. 

La transparencia de los asuntos financieros del poder 

judicial es una herramienta clave para combatir la 

corrupción y proteger la independencia judicial5. Hacer 

que el presupuesto del poder judicial, los sueldos y 

beneficios de los jueces y otros asuntos financieros 

sean fácilmente accesibles al público permite que la 

sociedad civil evalúe si son suficientes los recursos al 

poder judicial para garantizar su independencia 

formal6, así como comparar la compensación de los 

funcionarios con los activos declarados para detectar 

cualquier discrepancia sospechosa7. Además, a través 

del tiempo, la posibilidad de dar seguimiento a 

cambios en la asignación de presupuestos y la 

compensación a oficiales del poder judicial puede 

proporcionar información importante sobre las 

posibles presiones internas que interfieren con la 

independencia judicial8.  Por estas razones, muchos 

países han aprobado leyes que requieren que el 

gobierno publique información financiera sin que los 

ciudadanos tienen que solicitar acceso primero9.  Entre 

los países pioneros en esta área se encuentran los 

siguientes: 

• Chile 

El Poder Judicial pone a disposición del público las ejecuciones del presupuesto general mensuales de más 

de diez años en su sitio web en formato PDF10. Esta información ofrece al usuario una visión macro de las 

finanzas de las instituciones.  

• Guatemala 

El Organismo Judicial publica su información financiera y presupuestaria en línea, conforme la Ley de Acceso 

a la Información Pública y demás normas aplicables. Esto incluye información sobre el presupuesto de 

ingresos y egresos asignados para cada ejercicio fiscal, informes mensuales de ejecución presupuestaria, 

información detallada de depósitos con fondos públicos, informes finales de auditorías, informes de rendición 

de cuentas. También se encuentra el Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo, aunque no fácilmente 

accesible desde el portal de Información Pública, sino a través de la búsqueda en el sitio web. Publica 

informes mensuales detallados de viáticos y otros gastos de viaje pagados a jueces individuales11.  La 

información se proporciona en formatos de hoja de cálculo PDF y en formato de hoja de cálculo. 

• México 

México aplica la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública al poder judicial e imponen 

obligaciones específicas de divulgación y publicación, incluyendo diversa información de asuntos 
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financieros12.  El poder judicial federal de México proporciona información muy específica y de fácil acceso 

sobre el salario y la compensación judiciales brutos y netos, viáticos pagados y las pensiones judiciales.  La 

información publicada es detallada para a nivel de jueces y oficiales judiciales específicos13.  Además, la 

plataforma de publicación permite que los usuarios puedan realizar búsquedas en el formato tipo hojas de 

cálculo y acceder a archivos que se puedan descargar por enlaces. 

• Uruguay 

El Poder Judicial publica los sueldos de los jueces por nivel del cargo (p.ej., juez de paz rural, juez de 

sentencia de primera instancia penal o magistrado de la corte suprema), así como los sueldos de otros 

empleados del Poder Judicial14.  También publica la ejecución presupuestaria y los balances comentados en 

formato PDF15. 

• Honduras 

El Poder Judicial publica en línea su estructura y ejecución presupuestaria-financiera, incluyendo 

presupuesto asignado y ejecutado, datos históricos, informes de estados financieros, estructuras de 

inversiones, situación deficitaria, entre otros.  

El Poder Judicial a través de su página web, cumple con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública de 27 de noviembre de 2006 contenida en el Decreto Legislativo No. 170 – 2006, la cual dicta las 

normas de transparencia en la gestión pública, hace referencia a la garantía constitucional de Hábeas Data 

prevista a su vez en la Ley de Justicia Constitucional. 

Este acceso digital constituye una herramienta fundamental para alcanzar la transparencia y la rendición de 

cuentas del Poder Judicial correspondiendo al propósito de dicha Ley. 

• El Salvador 

El Órgano Judicial publica su gestión financiera en el portal de Transparencia en línea, conforme a lo 

dispuesto en Ley de Acceso a la Información Pública, en la que incluyen Presupuesto Institucional, recursos 

públicos destinados a privados, salarios, incentivos fiscales, inventario de bienes muebles, gastos por viajes 

internacionales, auditoría realizada por la Corte de Cuentas de la Republica16. 

 

• Costa Rica 

El Poder Judicial publica en línea su presupuesto, tanto proyectado como aprobado, el cual incluye 

modificaciones externas y presupuesto extraordinario, informes parciales de ejecución, informes de fin de 

año, histórico de presupuestos aprobados y ejecutados de los últimos cinco años, informes de auditorías de 

gasto público que no estén amparados a una confidencialidad legal, así como un histórico de informes de 

auditorías de los últimos cinco años, reporte anual financiero, entre otros asuntos. Los datos de presupuesto 

incluyen salarios.  

 

Los artículos 89 y 90 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establecen la figura de un Auditor, quien dirige el 

Departamento de Auditoría, instancia dependiente del Consejo Superior del Poder Judicial. 
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• Panamá 

El Órgano Judicial publica en línea su estructura y ejecución presupuestaria-financiera, incluyendo 

presupuesto asignado y ejecutado, datos históricos, informes de estados financieros, estructuras de 

inversiones, situación deficitaria, entre otros. 

 

En efecto, el Órgano Judicial a través de su página web17, cumple con la Ley No.2 de 22 de enero de 2002, 

“Que dicta las normas para la transparencia en la gestión pública, establece la acción de Hábeas Data y dicta 

otras disposiciones”. A través de la página web se pone a disposición de la ciudadanía la información básica 

que, según los artículos 9, 10, 11, 26 y 27 la Ley, debe estar en el módulo de transparencia de la página web 

institucional. 

 

• República Dominicana 

En cumplimiento de la Ley General de Libre Acceso a la Información Pública (Núm. 200-04), se publican las 

compras y contrataciones, los presupuestos solicitados y aprobados, documentos financieros como balances 

y gastos institucionales, nómina de empleados, entre otros. Las nóminas de servidores judiciales incluyen 

detalle de ingresos, impuestos y descuentos. También se publican nóminas de jubilaciones, pensiones y 

retiros. 

 

A pesar de estas leyes progresivas en materia de 

transparencia, dos desafíos de implementación, 

comunes a todas las instituciones judiciales, impiden 

la plena realización de los requisitos formales: (1) la 

publicación oportuna de la información18 y (2) la 

publicación de información incompleta o limitada.19  

Además, como se señaló, muchos sitios de 

transparencia judicial no brindan información en 

formatos de datos abiertos, sino en PDF, que a pesar 

de ser un formato que se puede leer en muchos 

dispositivos, no permite su uso con programas análisis 

de datos, que los grupos de la sociedad civil pueden 

usar para evaluar y rastrear información.  Además, 

algunos archivos PDF no permiten las funciones de 

búsqueda de texto, lo que dificulta aún más su uso20. 

 

B. Audiencias y decisiones abiertas y públicas 

Otro aspecto fundamental de la justicia abierta es el 

acceso a audiencias y decisiones judiciales. El acceso 

público a audiencias21 y decisiones escritas y 

motivadas son derechos humanos internacionales22. 

Además, el acceso a sentencia y otras decisiones 

judiciales puede ser esencial para detectar patrones 

que indican una influencia externa inapropiada en las 

decisiones de los jueces, como lo han mostrado las 

investigaciones de mecanismos de anticorrupción 

auspiciados por la comunidad internacional23. 

Finalmente, las decisiones públicas fortalecen la 

certeza jurídica al brindar a los futuros usuarios del 

sistema de justicia medios para anticipar el probable 

resultado de sus procesos legales24. Garantizar el 

acceso público a las audiencias y las decisiones 

judiciales engendra confianza en la integridad y 

certeza de los procesos judiciales, y demuestra que la 

justicia no se administra de forma arbitraria. 
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• España 

Publica una base de datos gratuita con una función de búsqueda avanzada para localizar decisiones actuales 

y pasadas a todos los niveles y divisiones del poder judicial25.  Esta calidad de acceso facilita la consulta de 

jurisprudencia sobre temas específicos, así como las resoluciones de jueces individuales. 

• Guatemala 

Conforme la Ley de Acceso a la Información Pública, se publican decisiones judiciales relacionadas con 

crímenes de lesa humanidad, violaciones a los derechos humanos, la corrupción, y contra funcionarios 

públicos, a las que se puede acceder en formato PDF mediante una base de datos en línea gratuita con 

funciones básicas de búsqueda26 Existe una plataforma de consulta jurisprudencial (CENADOJ) en que se 

publican sentencias de la Corte Suprema de Justicia, así como fallos selectos de las Salas de la Corte de 

Apelaciones en materia Penal, Civil y Mercantil, Familia, Constitucional, Niñez y Adolescencia, Salas del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo, entre otras. 

• México 

La Ley Federal de Transparencia y Acceso Público a la Información de México requiere la publicación de 

transcripciones de audiencias, grabaciones de audio y video de todas las sesiones públicas, así como 

información sobre votaciones judiciales, disensiones y otra información27.  De manera similar, una reciente 

reforma a la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública de México requiere la 

publicación de toda sentencia emitida28.  El sitio web del Consejo de la Judicatura ofrece una base de datos 

integrada en la que se pueden realizar búsquedas con enlaces a las transcripciones judiciales29, listas de 

sesiones30 y agenda de las audiencias del sistema de justicia penal adversarial.31 Recientemente la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación publicó un buscador jurídico que consiste en una plataforma de consulta y 

localización de información jurídica que contiene información sobre sentencias, votos, tesis, acuerdos 

generales, entre otros.32 

• Uruguay 

Es una de las pocas jurisdicciones que publica en línea agendas de audiencias futuras y pasadas en un 

calendario actualizado, con el nombre del juez, el tipo de audiencia y con una herramienta búsqueda33. 

Uruguay también ofrece una base de datos en línea de sentencias con diez diferentes campos de búsqueda. 

• Honduras 

Las decisiones de las Cortes, Tribunales y Juzgados del Poder Judicial de Honduras son de carácter público. 

Las sentencias y jurisprudencia se pueden consultar en línea en la página del Centro Electrónico de 

Documentación Judicial (CEDIJ)34. 

 

• El Salvador 

La Ley de Acceso a la Información Publica manda que la Corte Suprema de Justicia adjunte las 

sentencias definitivas e interlocutorias firmes con fuerza definitiva dictadas por los Juzgados, Tribunales, 
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Cámaras, Salas y Corte en Pleno, publicadas en el Centro de Documentación Judicial en línea, también 

anexan doctrina legal e instrumentos internacionales, con acceso a búsquedas específicas35. 

 

• Costa Rica 

El Poder Judicial publica jurisprudencia, actas, circulares, avisos y otros documentos a través de la plataforma 

en línea NexusPJ. Ésta permite búsqueda sencilla o avanzada, con amplia variedad de criterios y filtros.  
 

El artículo 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial determina que las sesiones y votaciones de la Corte 

Suprema de Justicia (conformada por todos los Magistrados que componen las Salas, así como los suplentes 

que sustituyan a algún Magistrado) serán públicas, salvo excepciones de ley o cuando lo acuerde la Corte.  
 

El artículo 77 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que las sesiones del Consejo Superior del 

Poder Judicial (órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia y que le corresponde ejercer la 

administración y disciplina del Poder Judicial) serán públicas, salvo casos especiales debidamente motivados 

en los que la ley diga lo contrario.  

 

• Panamá 

Tanto las decisiones de la Corte Suprema de Justicia como las de Tribunales de menor jerarquía son de 

conocimiento público, pudiendo la ciudadanía, tener acceso a ellas y examinarlas36.  

 

• República Dominicana 

En la página principal del sitio de internet del Poder Judicial se publican las sentencias más recientes de la 

Suprema Corte de Justicia. Además, el sitio contiene páginas específicas para consulta de sentencias de la 

Corte desde 1910, así como sentencias históricas, sentencias de interés general, y boletines judiciales desde 

1994. También existe un buscador para las Actas del Consejo del Poder Judicial, y una sección para consultar 

sentencias del Tribunal Superior Administrativo desde 1996.  

 

Asimismo, muchas jurisdicciones publican estadísticas sobre audiencias y decisiones judiciales. 

• Argentina 

Proporciona al público datos brutos descargables desde 2002, en un formato de hoja de cálculo que se puede 

leer en programas de estadísticas37.  Los usuarios deben seleccionar el año, la jurisdicción y el tipo de datos 

deseados (por ejemplo, sentencias).  Este sistema que requiere especificar qué datos descargar hace que 

los conjuntos de datos sean más manejables, sin embargo, también obliga a los usuarios a descargar 

múltiples conjuntos de datos separados para realizar comparaciones. El Poder Judicial de Argentina también 

proporciona un número limitado de cuadros y gráficos para consulta rápida sobre temas comunes, como 

decisiones por tipo de acción. 

• Chile 

Proporciona informes estadísticos narrativos anuales y visualizaciones de datos interactivas en línea38. La 

visualización interactiva permite a los usuarios seleccionar una provincia, un tribunal específico, un período 
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de tiempo y un tipo de indicador (por ejemplo, audiencia por procedimiento, sentencia por tipo de acción, 

nuevos casos por tipo, etc.). Los datos no se pueden descargar. 

• Costa Rica 

Solo proporciona información estadística sobre tipos específicos de casos considerados de mayor interés 

público, por ejemplo, feminicidio y violencia doméstica.39 La información se puede ver en línea y descargar 

en varios formatos. 

• Uruguay 

Publica un informe detallado de estadísticas judiciales en PDF que analiza varios indicadores claves (por 

ejemplo, la distribución geográfica de casos, el número de jueces por población, et al.) a nivel nacional y para 

tribunales individuales desde la Corte Suprema hasta los tribunales locales de la paz40. 

C. Procesos disciplinarios en contra de jueces 

La transparencia de expedientes y procesos 

disciplinarios de jueces facilita la rendición de cuentas 

y la confianza en la judicatura al demostrar que el 

poder judicial exige a sus miembros un alto nivel de 

integridad y conducta ética41.  De esta manera, el 

poder judicial reafirma su compromiso con el acceso 

equitativo a la justicia, particularmente cuando los 

procesos disciplinarios contra jueces están 

relacionados con actos de acoso, discriminación o 

conducta sexual inapropiada.42. Por último, la 

publicación de procedimientos disciplinarios, además 

de fomentar la confianza en el poder judicial, también 

puede brindar protección adicional a los jueces.  En los 

casos en que los procesos disciplinarios son utilizados 

indebidamente para intimidar a los jueces 

independientes, el acceso público a las audiencias y el 

expediente permite a la sociedad civil apoyar a jueces 

independientes defenderse contra manipulación del 

proceso43. 

 

• Argentina 

Publica hojas de cálculo resumiendo conducta denuncias y resoluciones contra jueces que se actualizan 

periódicamente y se pueden descargar44. Sin embargo, el sitio no proporciona copias de los documentos 

originales del proceso disciplinario. 

• México 

Publica sanciones disciplinarias emitidas contra funcionarios judiciales federales, incluidos jueces45. 

• Honduras 

El Poder Judicial publica informes de gestión judicial sobre procesos disciplinarios y por faltas a la ética 

judicial juntamente con datos estadísticos sobre cantidad de procesos en trámite, casos y resoluciones 

emitidas, así como audiencias atendidas a nivel nacional por jurisdicción. 

 

No hay información específica acerca de los procesos disciplinarios de los que cada Juez esté siendo objeto. 
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• Costa Rica 

La plataforma NexusPJ publica decisiones de procesos disciplinarios, dictadas en segunda instancia por el 

Consejo Superior del Poder Judicial.  

 

La Ley General de la Administración Pública (LGAP) regula este procedimiento en forma supletoria a lo 

establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Esta dispone que hasta la notificación del acto final la 

información del expediente del procedimiento es privada. Sin embargo, el artículo 273 LGAP establece que 

en ciertos casos mediante un acto debidamente motivado se puede denegar el acceso al expediente tanto a 

la parte investigada como a terceros, como en casos de secretos de estado. 

 

• Panamá 

El Órgano Judicial publica informes cuatrimestrales sobre procesos disciplinarios y por faltas a la ética judicial. 

Estos muestran datos estadísticos (cantidad de procesos en trámite, según el cargo, según jurisdicción, por 

estado del proceso)46.  

 

• República Dominicana 

 

El Consejo del Poder Judicial ejerce el control disciplinario sobre jueces, funcionarios y empleados del Poder 

Judicial, excepto los integrantes de la Suprema Corte de Justicia. Aunque se publican todas las actas del 

Consejo, no se da publicidad a información que pueda vulnerar, entre otros aspectos protegidos, la 

presunción de inocencia propia de los procesos disciplinarios. Sin embargo, sí se publican íntegras las 

decisiones disciplinarias una vez agotado el proceso, en una sección que cuenta con su propio buscador. 

 

D. Información biográfica de jueces 

La publicación de información biográfica de jueces y 

de su experiencia profesional tiene varios beneficios. 

En primer lugar, demuestra que los jueces poseen las 

calificaciones suficientes para ocupar el cargo a lo cual 

fueron nombrados o elegidos47. En segundo lugar, 

permite revisar la experiencia laboral pasada y las 

afiliaciones de los jueces, lo que puede ser útil para 

determinar si puede existir un conflicto de intereses, o 

una apariencia de conflicto de intereses, en un 

procedimiento determinado. Este punto se analiza 

más adelante en la sección II.B. 

• México 

Pone a disposición del público las biografías y las hojas de vida (CV) de los jueces con base a la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública48. 

• Guatemala 

El Organismo Judicial no publica información biográfica sobre jueces. Sí se publica un perfil de los 

magistrados de la Corte Suprema. En el proceso de postulación de magistrados a Corte Suprema de Justicia 
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y Corte de Apelaciones (actualmente inconcluso), el Congreso publicó en línea los expedientes de los 

aspirantes. 

• República Dominicana 

Se publica un resumen biográfico de todos los jueces actuales de la suprema corte de justicia. también se 

publica un listado general de jueces con los nombres de quienes presiden cada órgano jurisdiccional, aunque 

sin incluir datos biográficos. 

E. Publicación de las agendas de jueces 

El acceso público a las agendas de jueces es un área 

de discusión muy activa en espacios de justicia 

abierta. La transparencia de la agenda del juez otorga 

a las partes en un proceso legal, y a la sociedad en 

general, la vigilancia del tiempo del juez.  Por ejemplo, 

las partes pueden ver si el juez está programado para 

reunirse en privado con un representante de la 

contraparte y buscar unirse a la reunión u obtener una 

explicación satisfactoria de porque se reúne en 

privado con solamente una parte.  De manera similar, 

los períodos de tiempo no contabilizados en el 

cronograma pueden ser objeto de preguntas que 

inciten a los jueces a aclarar sus actividades 

profesionales y personales para asegurarse que sus 

actividades no entren en conflicto con las funciones 

públicas del juez. 

 

• España 

Pone a disposición del público la agenda del Presidente del Poder Judicial y de la propia institución49.  Sin 

embargo, la información proporcionada parece estar limitada a ciertos compromisos y no incluye las agendas 

completas. 

• México 

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación tiene disponible en su página de internet la 

información de cada magistrado50. Este Tribunal firmó a inicios de 2020 un Convenio Específico de 

Colaboración en Materia de Justicia Abierta, con el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales.51 Adicionalmente, uno de los Magistrados ha establecido una 

página de internet específica en materia de justicia abierta en donde ha dado a conocer información adicional 

e información de interés para los usuarios.52 

• Perú 

Publica la agenda del presidente del Poder Judicial a través de un Google Calendar sincronizado53. Sin 

embargo, la información parece estar incompleta y con poca frecuencia se actualiza. Ningún otro calendario 

de jueces se publica de manera similar. 

• Guatemala 
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El Organismo Judicial publica en línea una Agenda Única de Audiencias. Para realizar búsquedas por rango 

de fecha debe especificarse un órgano jurisdiccional, por lo que no permite visualizar, por ejemplo, todas las 

audiencias programadas para cierto día a nivel nacional, departamental, por materia, etc. Las decisiones se 

notifican a las partes. No todas se publican en CENADOJ.  

 

• Honduras 

Las audiencias judiciales se notifican a las Partes según una coordinación y planificación de Citaciones, 

Emplazamientos u otras Diligencias Judiciales.  

 

Actualmente dichas diligencias se realizan idóneamente mediante el sistema electrónico de gestión judicial, 

garantizando con ello la incorporación de nuevas tecnologías eficaces y sostenibles para la tramitación de 

los Procesos Judiciales. 

 

• Costa Rica 

El Poder Judicial tiene una agenda en línea que permite visualizar audiencias buscando, al menos, por oficina 

judicial, permitiendo otros criterios de búsqueda.  

 

Cabe destacar que ante la pandemia provocada por el Covid-19, se implementaron audiencias por medios 

virtuales, para lo cual la Corte Plena aprobó distintos protocolos dependiendo de la materia, en los cuales se 

estableció que el público puede asistir tecnológicamente a las audiencias, según los principios de cada 

materia. 

 

• Panamá 

Las audiencias que son ordenas mediante resoluciones judiciales (providencias) se notifican mediante 

Edictos fijados públicamente y, actualmente, mediante el sistema electrónico de gestión judicial, por lo que, 

efectivamente, se cumple con los anuncios públicos de las audiencias. 

 

Las decisiones que se adoptan en los procesos judiciales son públicas, pudiendo tener acceso a ellas la 

ciudadanía directamente o a través de los medios de comunicación que les dan seguimiento a los casos de 

interés público. 

 

• República Dominicana 

Actualmente los tribunales dominicanos tienen un rol general en línea para consulta sobre las fechas de 

celebraciones de las audiencias en los distintos tribunales del orden judicial54. Se publica en internet la 

agenda del Consejo del Poder Judicial, además de lo consignado sobre decisiones judiciales.  
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F. Garantizar la transparencia y la integridad en la asignación de casos 

La transparencia en torno a la carga de trabajo de los 

jueces y la asignación de casos es fundamental para 

garantizar que la independencia interna del poder 

judicial no se vea amenazada55. Posibles riesgos 

incluyen, por ejemplo, la asignación de jueces a 

asuntos delicados con el motivo ulterior de lograr un 

resultado específico56.  La publicación del listado de 

expedientes bajo el control de cada juez también 

ayuda a proteger a los jueces de las “medidas 

disciplinarias” informales o del acoso por otros jueces, 

ya sea por sobrecargar a jueces individuales con un 

altísimo número de casos o con una cantidad de casos 

desproporcionadamente riesgosos; o por asignar a los 

jueces una carga de casos excesivamente baja para 

interferir con sus aspiraciones de futuras promociones 

en la carrera judicial57. 

La transparencia de la carga de trabajo se logra a 

menudo mediante una combinación de la publicación 

de varios otros tipos de información, incluidos agendas 

de trabajo y audiencias, los resultados de procesos 

disciplinarios, y criterios y procesos de selección de 

jueces.  En la práctica, un proceso formal, claro, y 

estricto de asignación de casos (por ejemplo, en forma 

rotativa) o el uso de un software automático para 

asignar casos aleatoriamente dentro de una 

jurisdicción particular, son dos posibles sistemas que 

se han destacado para combatir la corrupción en la 

gestión de casos58. 
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III. Buenas prácticas para prevenir o combatir la corrupción 

y las influencias indebidas  
 

A. Declaraciones patrimoniales 

La divulgación de activos personales por parte de 

funcionarios públicos, incluyendo a los jueces, es una 

medida anticorrupción básica que puede advertir la 

existencia de varios problemas59. El acceso a la 

información patrimonial de los jueces permite que 

órganos de vigilancia y el público puedan evaluar y 

auditar si los bienes declarados coinciden 

razonablemente con la compensación de un juez60. 

Además, permite que funcionarios y la sociedad civil 

pueden utilizar la información sobre el patrimonio de 

jueces para determinar si los jueces reciben una 

compensación suficiente para que evitar que los 

sobornos y otras ofertas corruptas tengan probabilidad 

de ser aceptados por los jueces61.  Por último, como 

se analiza con más detalle en la siguiente sección, las 

declaraciones patrimoniales también pueden indicar la 

existencia de algún conflicto de intereses potencial. 

 

• Argentina 

Requiere que los jueces declaren todos los bienes (muebles e inmuebles), inversiones, préstamos y créditos, 

y toda fuente de ingresos, anotando el valor de cada activo, la fecha de adquisición y su origen62. Esta 

obligación comienza al asumir el cargo y luego se proporciona actualizaciones anuales y una actualización 

final al dejar el cargo63.  El incumplimiento de esta obligación implica sanciones incrementales, multas e 

incluso prisión, en casos de mala fe64.  Las declaraciones se anuncian públicamente y están abiertas a la 

inspección por cualquier persona que lo solicite65.  Como protección contra intrusiones indebidas, ciertos 

datos son mantenidos bajo confidencialidad como los nombres de familiares66 y la Ley de Ética del Servicio 

Público proporciona protecciones explícitas contra el uso de la información declarada con fines comerciales, 

solicitudes de dinero o cualquier acción ilegal67. Cabe destacar que el portal en línea para buscar las 

declaraciones patrimoniales de jueces requiere que los usuarios ingresen información de identificación 

personal, proporcionen una razón para acceder a los datos, y suban una copia de su identificación oficial68. 

Este nivel de control puede servir para proteger a los jueces contra el acoso, sin embargo, también puede 

tener el efecto negativo de disuadir a miembros del público con fines legítimos de continuar con el proceso 

de búsqueda de información69. 

• Perú 

Mantiene un portal en línea de búsqueda donde los usuarios pueden buscar jueces, ver si sus declaraciones 

de activos están actualizadas y descargar una copia70. Este parece ser el sistema de publicación de 

declaración patrimoniales más accesible. 

• México 

A partir de la entrada en vigencia en 2017 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y del 

Sistema Nacional Anticorrupción, se requiere que cada funcionario público, incluyendo a los jueces, 
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presenten declaraciones patrimoniales71. La información requerida incluye información sobre la identidad 

personal, experiencia laboral, toda fuente de ingresos, propiedad de bienes inmuebles e intangibles, 

declaraciones e información sobre familiares inmediatos. De acuerdo a la ley, estas declaraciones deben ser 

públicas y están disponibles en la Plataforma Nacional de Transparencia72. 

• Guatemala 

Los jueces, como todos los funcionarios públicos, están obligados a prestar declaración jurada patrimonial. 

Sin embargo, ésta es confidencial y la ley prohíbe su divulgación73.  

 

• Honduras 

La Ley Orgánica del Tribunal Superior de Cuentas obliga a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia 

y demás impartidores de Justicia, a presentar declaración jurada de ingresos, activos y pasivos al inicio y 

término de sus funciones. La declaración debe actualizarse anualmente dentro de los primeros cuatro (4) 

meses de cada año. 

 

Las declaraciones a que se refiere la Ley se presentan ante el Tribunal Superior de Cuentas el cual provee 

un sistema de Declaración Jurada en Línea.  

 

• Costa Rica 

Los magistrados propietarios y suplentes del Poder Judicial, los jueces de la República, tanto interinos como 

en propiedad, deben presentar declaración jurada sobre su situación patrimonial. Dentro de la declaración 

debe hacerse referencia a bienes inmuebles y muebles, obligaciones pecuniarias en que figure como 

deudor(a) o fiador(a), y cualquier otro interés patrimonial. Esta es confidencial, salvo el derecho de los 

ciudadanos de saber si fue presentada o no74. Sí podrán acceder a las declaraciones presentadas, las 

comisiones especiales de investigación de la Asamblea Legislativa, la Contraloría General de la República, 

el Ministerio Público o los tribunales de la República, para investigar y determinar la comisión de posibles 

infracciones y delitos previstos en la Ley. 

 

• Panamá 

La Ley 59 de 1999 obliga a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de los tribunales ordinarios y 

especiales, así como a los jueces, a presentar declaración jurada de estado patrimonial al inicio y término de 

sus funciones. En el caso de los magistrados de la Corte Suprema, la declaración debe actualizarse cada 

año, según Ley 76 de 2015. La Ley 53 de 2015 establece la obligación de declaración jurada de bienes 

patrimoniales para todas las personas que laboran en el Órgano Judicial.  

 

Las declaraciones a que se refiere la Ley 59 de 1999 se presentan ante notario mediante escritura pública 

conservada en protocolo. Las autoridades jurisdiccionales y el Ministerio de Economía y Finanzas pueden 

solicitar al notario copia auténtica de la declaración. Adicionalmente, algunos magistrados eligen publicar sus 

declaraciones en el sitio de internet del Órgano Judicial, aunque la Ley no obliga a ello75. 
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• República Dominicana 

La ley reconoce a todo ciudadano el derecho de conocer la declaración jurada patrimonial de los funcionarios 

del Estado cuando su presentación corresponda por ley. La Ley No. 311-14 instituye el Sistema Nacional 

Autorizado y Uniforme de Declaraciones Juradas de Patrimonio de los Funcionarios y Servidores Públicos, 

según la cual están obligados a declarar los jueces de la Suprema Corte de Justicia, de los tribunales 

superiores administrativos y demás jueces del orden judicial, los jueces del Tribunal Constitucional y del 

Tribunal Superior Electoral (art. 2, numerales 3, 4 y 5).  

 

La sección no confidencial de la declaración de bienes patrimoniales de cada funcionario público se publica 

por la Cámara de Cuentas en su página web (art. 22). La información confidencial (números de cuentas 

bancarias, matrícula de identificación de bienes inmuebles registrados y dirección de los inmuebles) se 

integra en una sección específica de la declaración jurada, que sólo puede consultarse en caso de 

investigación y con autorización de la autoridad competente (art. 8 párrafo III). El sitio de internet del Poder 

Judicial incluye una página de la que pueden descargarse las declaraciones juradas, que además enlaza al 

buscador de la Cámara de Cuentas.  
 

B. Declaración de intereses 

La declaración de intereses, como las declaraciones 

patrimoniales, sirven para identificar intereses 

personales, familiares o negocios que podrían 

presentar un potencial conflicto con las funciones de 

servidores públicos y sus intereses. Igualmente se 

deben tener en cuenta cuando se asignan expedientes 

a jueces o cualquier otra situación en la cual un juez 

podría estar sujeto a presiones para actuar de una 

cierta manera en un proceso legal, o para proteger un 

interés personal76.  En este sentido, la declaración de 

intereses es mucho más amplia que la declaración 

patrimonial y puede abarcar empleos anteriores, 

afiliaciones profesionales y personales, nombres de 

familiares, socios comerciales y amigos cercanos en 

cargos públicos77. 

 

• Argentina 

Requiere que los jueces y otros funcionarios públicos divulguen su historial laboral78 y otra información 

relacionada con las relaciones profesionales para revisar cualquier posible conflicto de intereses79.  No está 

claro si esta información se pone a disposición del público para su consulta. 

• Costa Rica 

No requiere la declaración pública de intereses, pero el Poder Judicial ha decretado un proceso interno de 

identificación y denuncia de posibles conflictos de interés con lineamientos claros que determinan cuándo los 

jueces deben recusarse de un caso, ya sea para evitar la percepción de incorrección o para prevenir un 

conflicto de intereses real80. 

• México 

La legislación nacional requiere que todos los funcionarios públicos, incluidos los jueces, presenten 

declaraciones de intereses81. La ley obliga que los funcionarios hacen declaraciones cada año, así como en 
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cualquier momento en que pueda surgir un nuevo conflicto82. El Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción es el encargado de aprobar los formatos de las declaraciones patrimoniales y de intereses. 

De acuerdo con la ley, estas declaraciones deben ser públicas y están disponibles en la Plataforma Nacional 

de Transparencia83. En México, también es una obligación presentar una constancia de presentación de 

declaración fiscal. Esta información, junto con las declaraciones patrimoniales y de intereses, integran uno 

de los 6 sistemas de la Plataforma Digital Naciona84. Esta Plataforma, cuya administración es responsabilidad 

de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción, integra y conecta diversos sistemas 

electrónicos que posean datos e información necesaria para establecer políticas integrales, metodologías de 

medición y aprobar los indicadores necesarios para que se puedan evaluar las mismas.85 

• Perú 

Permite el acceso público a las declaraciones de intereses en formato PDF e informa al público cuales jueces 

no han presentado una declaración actualizada86. 

• República Dominicana 

La declaración jurada patrimonial incluye datos que cumplen la función de revelación de intereses, tales 

como: información sobre membresía en juntas o consejos administrativos en instituciones públicas o 

privadas, información relativa al carácter de socio o accionista en corporaciones, sociedades o asociaciones 

de carácter público o privado, con o sin fines lucrativos. 

 

C. La protección de jueces contra amenazas e intimidaciones 

En todo el hemisferio, los jueces continúan siendo 

víctimas de amenazas, ataques e incluso asesinatos 

por parte del crimen organizado, intereses privados y 

agentes del Estado87. Como ha señalado 

reiteradamente el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, la protección de los jueces y 

funcionarios judiciales es tanto una cuestión de 

derechos humanos como una obligación del Estado de 

respetar el Estado de derecho88. En la ausencia de 

medidas adecuadas de seguridad y protección, los 

jueces son vulnerables a amenazas, intimidación y 

otras presiones indebidas89. 

• Colombia 

Prevé expresamente la seguridad y protección de los funcionarios judiciales como un derecho fundamental90.  

En la práctica, Colombia creó la Unidad Nacional de Protección, que tiene la responsabilidad de coordinar y 

proporcionar detalles de seguridad personal preventiva y de emergencia a varias clases de personas en 

riesgo, incluyendo las magistrados o jueces de alto nivel y funcionarios públicos (por ejemplo, jueces de 

primera instancia) que experimentan una amenaza de riesgo elevado91.  Es importante señalar que la 

creación de la unidad especializada fue necesaria, en parte, porque se encontró que el organismo 

previamente encargado de la protección de los funcionarios públicos vigilaba, hostigaba y amenazaba 

ilegalmente a los jueces, entre otros92.  

 



 

17 

D. Protección de periodos judiciales 

Los Principios Básicos de la ONU relativos a la 

Independencia de la Judicatura establecen que la 

garantía de los mandatos de jueces, excepto en 

circunstancias muy limitadas, es fundamental para 

proteger la independencia judicial de amenazas 

externas de intervención y represalia93. Los países de 

la región, y de todo el mundo, emplean una amplia 

gama de los periodos de mandato de los jueces, desde 

periodos de cinco años94 hasta mandatos de doce 

años95, o mandatos vitalicios96. Los mandatos 

judiciales deben ser lo suficientemente largos para que 

los jueces no se vean indebidamente influenciados en 

su toma de decisiones97.  Cuando los mandatos son 

demasiado cortos, los jueces pueden ser vulnerables 

a cambiar sus decisiones en funciona de varias 

preocupaciones, por ejemplo: (1) el temor de emitir 

una decisión impopular que afectará sus posibilidades 

de reelección o nominación; (2) la preocupación de 

perder, o la esperanza de ganar, futuros empleos; y (3) 

el miedo de represalias físicas después de dejar el 

cargo y perder la protección judicial.  Por otro lado, 

organizaciones de la sociedad civil en algunos países 

de América Latina han expresado preocupaciones en 

relación a mandatos vitalicios o muy largos porque 

manifestó que los procesos de selección de jueces ya 

están corrompidos y, por lo tanto, arriesga instaurar 

jueces corruptos por períodos aún más largos con 

procesos de remoción engorrosos98. 

E. Transparencia en los procesos de selección y nombramiento de jueces y magistrados 

Si los procesos de selección y nombramiento de 

jueces y magistrados están influenciados, los 

operadores judiciales responderán a estos intereses 

políticos e individuales y no a su mandato 

constitucional de impartir justicia de manera 

independiente. Esta influencia pueden ser los 

miembros de otros poderes públicos como el 

legislativo o el ejecutivo, o incluso el sector privado o 

actores ilegales. 

Existen múltiples mecanismos de selección y 

nombramiento de jueces y de magistrados de altas 

cortes. Aunque algunos diseños normativos 

contemplan disposiciones que garantizan cierta 

transparencia, y algunos criterios objetivos y técnicos 

para la selección, la mayoría no logran evitar la 

influencia de intereses políticos o privados en el 

proceso. Es importante que las normas y los 

reglamentos para llevar a cabo procesos de 

nombramiento de magistrados se revisen con 

periodicidad para hacerlos más robustos y así 

asegurar que los operadores de justicia sean elegidos 

por sus méritos y su experiencia.  

 

• Guatemala 

Los magistrados de Corte Suprema de Justicia y Corte de Apelaciones son designados mediante un sistema de 

Comisiones de Postulación. Las comisiones se rigen por una ley específica (Decreto 19-2009) que contiene 

estipulaciones sobre transparencia. Además, han adoptado prácticas como la transmisión en vivo de sus sesiones, la 

recepción de objeciones, y otras medidas que han favorecido la transparencia y el control de la ciudadanía.  

 

Sin embargo, aún hay indicios de influencias y tratos indebidos con actores externos, al extremo que la actual Fiscal 

General promovió un amparo con base en una investigación penal que hacía sospechar la amenaza “cierta, real e 

inminente” de que se eligiera postulantes no idóneos. Aunque la participación de las instituciones educativas es una 

forma de mantener el proceso alejado de asuntos políticos y enfocarlo en aspectos más técnicos, se ha abusado de 
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esta figura mediante el establecimiento de facultades de derecho que no tienen programa ni estudiantes, pero se 

utilizan para influenciar el proceso. Las normas del Decreto 19-2009 todavía contemplan discrecionalidad excesiva en 

algunas etapas del proceso, lo que disminuye la transparencia e idoneidad.  

 

A raíz de esto, la Corte de Constitucionalidad dictó sentencia (Expediente 1169-2020) instruyendo al Congreso a 

excluir a los postulantes “cuya idoneidad y honorabilidad esté comprometida”. El Congreso no ha realizado la elección, 

por lo que actualmente las Cortes siguen integradas por magistrados cuyo periodo constitucional ha vencido, aunque 

una opinión consultiva de la Corte de Constitucionalidad lo legitimó en aras de no desintegrar el poder judicial.  

 

Los jueces de paz y de primera instancia son nombrados por la Corte Suprema de Justicia. El ingreso a la carrera 

judicial se hace mediante convocatorias a concurso de oposición para juez de paz. 

 

• Honduras 

De acuerdo con el artículo 314 de la Constitución de la República de Honduras son 15 los Magistrados de la Corte 

Suprema de Justicia. Estos son electos por un período de 7 años, pudiendo ser reelectos. De conformidad con el 

artículo 309 de la constitución para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia se requiere: 

 

• Ser hondureño por nacimiento. 

• Ciudadano en el goce y ejercicio de sus derechos. 

• Abogado y Notario debidamente Colegiado. 

• Mayor de treinta y cinco (35) años. 

• Haber sido titular de un órgano jurisdiccional durante cinco (5) años, o ejercido la profesión durante diez (10) 

años. 

 

La conformación de la Junta Nominadora es uno de los aspectos fundamentales para la elección de los Magistrados 

de la Corte Suprema de Justicia. Esta tiene a su cargo la primera etapa de dicho proceso, esto es, la preselección de 

acuerdo con criterios objetivos 45 candidatos que reúnen los requisitos formales e idóneos. Luego estos se proponen 

al Congreso Nacional de la República que para que este concluya la elección. 

 

La Ley Orgánica de la Junta Nominadora para la Elección de Candidatos a Magistrados de la Corte Suprema de 

Justicia, contenida en el Decreto No. 140-2001, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 29, 598 de fecha 5 de 

octubre de 2001, regula la organización y funcionamiento de este órgano colegiado, compuesto por: i. Un 

representante de la Corte Suprema de Justicia, quien la presidirá; ii. Un representante del Colegio de Abogados de 

Honduras; iii. El Comisionado Nacional de los Derechos Humanos; iv. Un representante del Consejo Hondureño de la 

Empresa Privada (COHEP); v. Un representante de los Claustros de Profesores de las Facultades o Escuelas de 

Ciencias Jurídicas; vi. Un representante de las organizaciones de la Sociedad Civil; y, vii. Un representante de las 

Confederaciones de Trabajadores. 

 

Para el nombramiento de Magistrados de la Corte de Apelaciones, Jueces de Letras, Jueces de Sentencia, Jueces 

de Ejecución, Jueces de Paz, Jueces Naturales se efectúa un protocolo para su selección, con el objeto de nombrar 

Jueces independientes, responsables, honestos e imparciales, comprometidos con la sociedad, dedicados con la 
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vocación de servicio para ser verdaderos garantes del Estado de Derecho, según lo previsto en el Acuerdo número 

PCSJ 13-2017 de la propia Corte Suprema de Justicia. 

 

• El Salvador 

La ley de la Carrera Judicial rige la elección de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, los cuales son 

elegidos por la Asamblea Legislativa para un período de nueve años, y pueden ser reelegidos. Además, estos se 

renovarán por terceras partes cada tres años. Podrán ser destituidos por la Asamblea Legislativa por causas 

específicas, previamente establecidas por la ley. Tanto para la elección como para la destitución deberá tomarse con 

el voto favorable de por lo menos los dos tercios de los Diputados electos.99 

 

La elección de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia se hará de una lista de candidatos, que formará el 

Consejo Nacional de la Judicatura en los términos que determinará la ley. La mitad de los candidatos vendrá de los 

aportes de las entidades representativas de los Abogados de El Salvador y donde deberán estar representadas las 

más relevantes corrientes del pensamiento jurídico, haciendo la pública en los sitios en línea del Órgano Judicial. 

 

Para el caso de Magistrados de Cámaras, Jueces de Primera Instancia y Jueces de Paz, es el Consejo Nacional de 

la Judicatura el ente encargado de evaluar los candidatos y remitir ternas a la Corte Suprema de Justicia. Esta será 

quien nombre a los funcionarios judiciales correspondientes en pleno, garantizando con ello la transparencia en el 

proceso de selección. 

 

En 2021 se dio un proceso de remoción y reemplazo de magistrados de altas cortes en la República del Salvador que 

vulnera los parámetros constitucionales y legales vigentes en este país.  

 

• Costa Rica 

Los magistrados propietarios y suplentes de la Corte Suprema de Justicia son elegidos por la Asamblea Legislativa, 

según lo establece el artículo 121 inciso 3 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Mediante el 

Acuerdo 6933-22-23 del 18 de agosto de 2022 de la Asamblea Legislativa, se reformaron ciertos artículos del 

Reglamento de la Asamblea Legislativa, con lo que se busca eliminar el secretismo en las decisiones de este órgano. 

De esta forma, el artículo 75 de este cuerpo normativo establece la publicidad de las sesiones de las comisiones y el 

artículo 103 determina que las votaciones serán públicas, aunque en ambos casos pueden darse excepciones. 

Además, el artículo 227 establece que, para los procesos de nombramiento, elección o destitución, la votación se hará 

utilizando papeletas que incorporan el nombre del diputado.  

 

El artículo 59 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que a la Corte Suprema de Justicia le 

corresponde designar al presidente y vicepresidente de la Corte por medio de una votación secreta. Tanto el Sindicato 

de la Judicatura (SINDIJUD) como la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) presentaron recursos de 

amparo ante la Sala Constitucional por considerar que la votación secreta constituye una violación a los derechos 

constitucionales; esto en el contexto de la elección de la presidencia de la Corte que se está llevando a cabo en los 

meses de agosto y setiembre del año 2022.  
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De acuerdo con el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la designación, traslado, suspensión, y remoción 

de los funcionarios que administran justicia le corresponde al Consejo Superior.  

 

• Panamá 

Los Magistrados que integran la Corte Suprema de Justicia son designados por la presidencia de la república junto 

con el Consejo de Gabinete. El seleccionado sale de un proceso de convocatoria pública a todo interesado que cumpla 

con los requisitos. La Comisión conformada por las organizaciones que conforman el Pacto por la Justica. Esta 

también recoge las solicitudes, hace las entrevistas previas y formula sus recomendaciones de las mejores hijas de 

vida de los postulantes. 

 

Los Magistrados de Tribunales Superiores y Jueces de Circuito y Municipales son los cargos que están por debajo de 

los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. Para su selección, el Órgano Judicial efectúa los nombramientos de 

acuerdo con concursos de los cargos implementando la Ley No.53 de 27 de agosto de 2015. Sin embargo, desde la 

promulgación de la Ley no se ha aperturado los concursos debido a escasez presupuestaria. 

 

• República Dominicana 

Para poder ser juez en la República Dominicana es necesario cumplir con los requisitos establecidos en la Ley 327-

98 del 11 de agosto de 1998 y sus reglamentos. Sin embargo, una vez cumplidos los requisitos es necesario someterse 

a un concurso público de méritos mediante el sistema de ingreso a la Escuela Nacional de la Judicatura y aprobar el 

programa de formación en dicha escuela. La designación de los jueces que conforman la Suprema Corte de Justicia, 

el Tribunal Constitucional y el Tribunal Superior Electoral, por mandato constitucional, está a cargo del Consejo 

Nacional de la Magistratura quien hace un concurso público televisado. 

 

El Consejo Nacional de la Magistratura seleccionará estos nuevos jueces en la siguiente proporción: 

 

a) La tres cuartas partes deben ser seleccionados de la matrícula de jueces que pertenecen al sistema de 

carrera judicial. 

 

b) La cuarta parte restante de los profesionales del derecho, académicos o miembros del Ministerio Público. 

F. Medidas contra el nepotismo  

Otra fuente de corrupción es el nepotismo. Los jueces 

pueden ser blancos de otros funcionarios que buscan 

un favor del juez y ofrecen beneficiar a alguien cercano 

al juez a cambio; o un juez puede solicitar un favor de 

otro funcionario público y ofrecer una resolución 

judicial favorable a cambio; o los jueces pueden 

abusar del poder de su oficina para que el poder 

judicial contrate un conocido del juez como empleado 

o contratista. Los países a menudo buscan controlar 

estas tres vías de nepotismo a través de la declaración 

de conflictos de interés, como se discutió 

anteriormente.  Sin embargo, algunos países, como 

México, están yendo más allá de este enfoque para 

crear organismos especializados para revisar las 

denuncias y determinar cuándo ha ocurrido el 

nepotismo. 
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• México 

El Consejo de la Judicatura Federal aprobó un acuerdo para la creación del “Comité de Integridad”. Este es 

un ente especializado para emitir opiniones sobre la idoneidad de los contratos o el empleo de familiares al 

quinto grado de funcionarios judiciales o administrativos100. Este nuevo ente enfrenta el desafío de pedir a 

los tribunales resolver temas delicados de abuso de poder y corrupción por parte de sus colegas jueces 

mediante la instalación de un mecanismo externo. Esto a pesar de que sus resoluciones no serán vinculantes. 

En este contexto, es incierto si las decisiones y recomendaciones del Comité se pondrán a disposición del 

público. En conclusión, aún no se conoce el impacto de este mecanismo y si la sociedad civil podrá hacer 

uso efectivo de las resoluciones para incentivar a los jueces de no incurrir en el nepotismo. 

Asimismo, varios países cuentan con programas de 

transparencia en torno a los procesos de licitación, 

contratistas y proveedores para instituciones 

públicas101.  Sin embargo, las bases de datos 

publicadas generalmente ofrecen formas muy 

limitadas de investigar los proveedores—típicamente 

solo se puede realizar búsquedas por número de 

identificación fiscal, nombre de la empresa, o el 

número correspondiente al contrato público.  Además, 

los regímenes suelen pedir poca información de las 

empresas, por ejemplo, la última declaración de 

impuestos e historial de contratos públicos 

anteriores102.  En algunos países, los datos publicados 

son difíciles de localizar en el sitio web o pueden 

requerir la creación de una cuenta de usuario especial 

para acceder a una base de datos cerrada. 

Innovaciones a este sistema que podrían beneficiar a 

la transparencia judicial incluyen la presentación y 

publicación de los documentos de creación y registro 

de la empresa. Estos podrían permitir una segunda 

verificación con respecto a posibles conflictos de 

intereses de funcionarios públicos quienes podrían 

tener directa o indirectamente por medio de un familiar 

o asociados cercanos, con una participación en la 

empresa. 
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